
constar los hechos constitutivos de causa legal de desahucio que
se imputan al presunto infractor así como la naturaleza jurídica
de los mismos, siéndole notificado dicho Pliego en debida forma.

TERCERO.- De las actuaciones practicadas se desprenden los
siguientes elementos de valor probatorio de los hechos sujetos
a conocimiento y calificación: Informe del Ayuntamiento de
Plasencia.

CUARTO.- De los citados documentos obrantes en el expediente
resulta probado que el inquilino no ocupa la vivienda de una
manera habitual y permanente.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Que el art. 30 del Real Decreto 2.960/1976, de 12 de
noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Legis-
lación de Viviendas de Protección Oficial, y el art. 138 del Decreto
2.114/1968, de 24 de julio, por el que se aprueba el Reglamento
para la aplicación de la Ley sobre Viviendas de Protección Oficial,
facultan al propietario de Viviendas de Protección Oficial para
promover, con arreglo al procedimiento previsto para su ejercicio,
el desahucio, y, en su caso, llevar a efecto el lanzamiento, de los
beneficiarios, arrendatarios u ocupantes de las mismas cuando
concurran cualquiera de las causas tipificadas en las citadas
normas.

SEGUNDO.- Que el número 6º del art. 30 del Real Decreto
2.960/1976, de 12 de noviembre, y del art. 138 del Decreto
2.114/1964, de 24 de julio, tipifica como causa de desahucio la
de no destinar la vivienda a domicilio habitual y permanente.

TERCERO.- Que, conforme al art. 3 del Decreto 91/1999, de 29
de julio, por el que se establece la estructura orgánica de la
Consejería de Vivienda, Urbanismo y Transportes en relación con el
Real Decreto 949/84, de 28 de marzo, de Transferencia de
Funciones en Materia de Vivienda, corresponde al Director General
de Vivienda la competencia para incoar el procedimiento y dictar
la resolución que ponga fin al expediente.

El Instructor del procedimiento, en cumplimiento de lo dispuesto
en el art. 142 del Decreto 2.114/1968, de 24 de julio, formula la
siguiente

PROPUESTA DE RESOLUCIÓN

Por la que se propone sea dictada Resolución en la que se decla-
re haber lugar al desahucio de D. Jesús Torres de la Vivienda de
Protección Oficial de Promoción Pública sita en C/ Gabriel Y
Galán Nº 5, Bajo E en la localidad de Plasencia por motivo de
no destinar la vivienda a domicilio habitual y permanente y se

acuerde la resolución de pleno derecho por esta causa del contra-
to de arrendamiento suscrito, con apercibimiento al interesado de
lanzamiento de cuantas personas, muebles y enseres la ocuparen
si no cumple la orden de desalojo en el término de diez días.

Notifiquese al arrendatario la presente Propuesta concediéndo-
le, en virtud del art. 142 del Decreto 2.114/1968, de 24 de
julio, en relación con los art. 76.1 y 79.1 de la Ley 30/92, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, un plazo
de diez días para que pueda alegar cuanto considere conve-
niente a su defensa, transcurrido el cual se elevarán las actua-
ciones a la Dirección General de Vivienda para que resuelva lo
procedente; advirtiéndole, asimismo, que el presente acto no
agota la vía administrativa sin que proceda recurso alguno
contra él, sin perjuicio de que el interesado promueva las
actuaciones que juzgue convenientes.

Cáceres, a 14 de enero de 2002. El Instructor, FCO. JAVIER ORDIA-
LES BONILLA.

ANUNCIO de 8 de febrero de 2002, sobre
notificaciones de acuerdo de incoación y
pliego de cargos de expedientes
sancionadores en materia de transportes.

No habiendo sido posible practicar en los domicilios de sus
correspondientes destinatarios las notificaciones de acuerdo de
incoación y pliego de cargos correspondientes a los expedientes
sancionadores que se especifican en el Anexo que se acompaña, se
procede a la publicación de los mismos en el Diario Oficial de
Extremadura, de conformidad con el artículo 59.4 de la Ley
30/92 de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común
(B.O.E. nº 285, de 27 de noviembre de 1992).

Actuaciones que proceden:

De conformidad con lo dispuesto en el art. 84 de la ley 30/92
de 26 de noviembre de RJPA y PAC, se le concede un plazo de
quince días para que emita las alegaciones y aporte datos, docu-
mentos u otros elementos de juicio que considere pertinentes, así
como para que proponga las pruebas que estime convenientes,
con indicación de los medios de que pretenda valerse.

Mérida, a 8 de febrero de 2002. El Instructor, JUAN ANTONIO
PÉREZ GONZÁLEZ.
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